El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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Accionante:


Heyler Andrés Alzare Salazar

Accionados:


Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco de Occidente, el Fondo Nacional de Garantías del Café, la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel, el señor James Stevens García Vásquez, los abogados Ángel Galvis Durán y Jorge Hernando Ramírez Osorio, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y el señor Hernando León Moreno.

Proceso:



Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

TEMA:




DEFECTO MATERIAL O SUSTANTIVO / DEBIDO PROCESO / DESCONOCIMIENTO PRELACIÓN DE CRÉDITOS LABORALES / CONCEDE / “De acuerdo con las pruebas atrás relacionadas, el juzgado accionado, al hacer la distribución entre los diferentes acreedores de la suma que se obtuvo con motivo del remate practicado en el proceso ejecutivo, que ascendió a $11.060.000, ordenó hacerlo, sin citar norma alguna que le sirviera de fundamento, de la siguiente manera: a) para el Banco de Occidente $4.331.312, que incluye las costas por valor de $4.201.312 y $129.000 por gastos antes del remate; b) para el señor Hernando León Moreno $2.292.000 y c) para el Juzgado Primero Laboral del Circuito $4.436.688.

Y al resolver el recurso de reposición que contra esa providencia interpuso la apoderada del aquí accionante, se limitó a decir que “la peticionaria no tuvo en cuenta el orden de prelación de los créditos dentro de los de primera clase, tal como aparecen relacionados en nuestro CODIGO CIVIL Art. 2495.- Igualmente el embargo laboral si fue tenido en cuenta por el despacho que hizo la adjudicación…”

En este contexto, encuentra la Sala que el juzgado demandado, al definir lo relacionado con la distribución de créditos que manda hacer el artículo 465 del CGP de acuerdo con la prelación establecida en la ley sustancial, y al aplicar el artículo 2495 del Código Civil, desconoció el contenido del artículo 36 de la ley 50 de 1990 y la jurisprudencia que otorga una prelación especial a las acreencias de carácter laboral.

En tal forma incurrió en defecto sustantivo por indebida interpretación, pues la providencia por medio de la cual se distribuyó el dinero fruto del remate presenta errores en su aplicación, los que resultan trascendentales para definir la cuestión en cuanto, se reitera, desconoce la prelación de que gozan los créditos laborales, al otorgar al artículo 2495 del Código Civil un sentido del que carece con la vigencia de la ley 50 de 1990, hecho que desconoce el principio de legalidad que los jueces estamos llamados a respetar.

En esas condiciones, como el funcionario demandado incurrió en defecto material o sustantivo, se justifica conceder el amparo solicitado. 

Por tanto, se revocará la sentencia impugnada. Para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejarán sin efecto las providencias de que se trata y se ordenará al titular del juzgado accionado que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre la distribución de la suma que se obtuvo producto del remate, para lo cual deberá tener en cuenta los lineamientos que se han plasmado en esta providencia.”

Citación jurisprudencial: Sentencia C-543 de 1992. / Sentencia T-307 de 2015. / Sentencia SU-241 de 2015. / Sentencia T-534 de 2015. / Sentencia s T-1045 de 2008, T-1095 de 2012 y T-954 de 2013. / En la sentencia T-1033 de 2007 de la Corte Constitucional trató el tema de la prelación de créditos y  en relación con aquella que tienen las acreencias laborales. / Sentencia C-092 de 2002. / . Sentencia SU-995 del 9 de diciembre de 1999. / 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre catorce (14) de dos mil dieciséis (2016)             

      
Acta No. 499 de 14 de octubre de 2016

Expediente No. 66001-31-03-004-2016-00307-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la apoderada del señor Heyler Andrés Alzare Salazar, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 17 de agosto último, en la acción de tutela que promovió el impugnante contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco de Occidente, el Fondo Nacional de Garantías del Café, la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel, el señor James Stevens García Vásquez, los abogados Ángel Galvis Durán y Jorge Hernando Ramírez Osorio, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y el señor Hernando León Moreno. 
ANTECEDENTES

1.- Se relataron en la demanda los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El señor Heyler Andrés Álzate Salazar demandó en proceso ejecutivo laboral al señor James Stevens García Vásquez, con el fin de que se librara mandamiento de pago a su favor, por el valor de las prestaciones sociales producto de la relación de trabajo que  entre ambos existió, el proceso correspondió al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que mediante auto del 2 de diciembre de 2014 decretó el embargo del vehículo identificado con placas PFH-775, secuestrado en el proceso ejecutivo que adelantó el Banco de Occidente en contra del mismo García Vásquez  y que cursaba en el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, ya que esa medida “gozaba de la prelación del crédito” de acuerdo con el artículo 157 del Código Sustantivo del Trabajo, modificado por el 36 de la ley 50 de 1990 y se libraron los respectivos oficios, en los que se comunicó que debía darse aplicación a lo establecido en el artículo 542 del Código de Procedimiento Civil, para que las sumas retenidas fueran puestas a disposición del Juzgado Laboral.
1.2 Por auto del 12 de mayo de 2015, el Juzgado Primero de Ejecución Civil Municipal, que venía conociendo del proceso ejecutivo civil, dispuso que en el evento de practicarse el remate del automotor aprisionado, se solicitará al juzgado laboral que decretó la medida, la liquidación del crédito “para la distribución de los acreedores”, de acuerdo con la prelación legal.
1.3 Ese mismo despacho, mediante auto del 14 de diciembre de 2015, resolvió aprobar el remate y ordenó oficiar al Juzgado Primero Laboral del Circuito para que remitiera la liquidación del crédito y así realizar la distribución entre todos los acreedores de acuerdo a la ley.  
1.4 El proceso se remitió al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, despacho que mediante providencia del 10 de marzo de 2016 y en razón a que no terminó su ejecutoria el último auto referido, porque el juzgado que lo profirió dejó de existir, mandó notificarlo nuevamente con el fin de no vulnerar los derechos al debido proceso y defensa.
1.5 El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, por auto del 17 de marzo de este año, modificó y aprobó la liquidación del crédito que ascendió a $21.680.000 y condenó en costas a la parte ejecutada en $1.000.000, la cual se aprobó con auto del 1º de abril. Esto fue comunicado al Juzgado Sexto Civil Municipal el 23 de junio de 2016.
1.6 El 20 de junio el apoderado del Banco de Occidente solicitó al Juzgado Sexto Civil Municipal fraccionar los títulos judiciales depositados a órdenes de ese despacho, con el fin de pagar en primer lugar las costas judiciales a favor de la entidad que representa ya que, según él, de conformidad con el artículo 2494 del Código Civil, tienen prelación, incluso por encima de los créditos laborales.
1.7 El Juzgado Sexto Civil Municipal, en providencia del 30 de junio del año que corre, ordenó la distribución de los dineros consignados por concepto del remate, los cuales ascienden a la suma de $11.060.000 de la siguiente manera:
A favor del Banco de Occidente 


$4.331.312

A favor del señor Hernando León Moreno

$2.292.000

A favor del Juzgado Primero Laboral 

$4.331.312
1.8 Contra esa decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación, por cuanto no se dio aplicación a la prelación de créditos establecida en la legislación colombiana, conforme al artículo 36 de la ley 50 de 1990.
1.9 El 21 de julio de 2016 el Juzgado Sexto Civil Municipal resolvió no reponer el auto del 30 de junio y negó el recurso subsidiario porque no está contemplado en el artículo 321 del Código General del Proceso.
1.10 Luego de referirse en extenso al tema de la prelación de créditos, a jurisprudencia relacionada con el tema y a las disposiciones que lo regulan, concluyó que el juzgado accionado  interpretó de manera errada el artículo 2495 del Código civil, que ha tenido modificaciones como la del artículo 36 de la ley 50 de 1990, que otorgó prelación a los créditos laborales, siendo los  primeros que deben cancelarse, salvo en materia de alimentos debidos a menores, de acuerdo con la sentencia C-092 de 2002. 
2.- Considera vulnerados sus derechos al mínimo vital, debido proceso y de defensa y para obtener su protección, solicita se ordene al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira dejar sin efecto el auto del 30 de junio de 2016, proferido en el proceso ejecutivo radicado bajo el No. 2014-00008 y se de prelación a las acreencias laborales sobre las costas.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del pasado 2 de agosto se admitió la acción; se decretó la práctica de una inspección judicial al expediente contentivo del proceso ejecutivo en el que encuentra el accionante lesionados sus derechos y se ordenó vincular al Banco de Occidente, al Fondo Nacional de Garantías del Café, a la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel, al señor James Stevens García Vásquez y al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. Además, como medida provisional, se ordenó al juzgado accionado suspender la entrega de títulos dentro del proceso en el que encuentra el actor lesionados sus derechos. Posteriormente se dispuso vincular a los abogados Ángel Galvis Durán y Jorge Hernando Ramírez Osorio, y al señor Hernando León Moreno, adjudicatario del vehículo rematado. 
2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La señora Jueza Primera Laboral del Circuito de Pereira indicó que en el trámite del proceso ejecutivo laboral adelantado por el señor Heyler Andrés Alzate Salazar contra James Stevens García Vásquez, se obró conforme a los principios de economía procesal, celeridad y lealtad procesal, sin que exista vulneración alguna de derechos fundamentales al mínimo vital, debido proceso y defensa del accionante y concluyó que como el accionante no pretende de ese juzgado la protección de sus derechos constitucionales fundamentales, se le debe desvincular.
2.2 El representante legal del Fondo Nacional de Garantías SA hizo referencia a la naturaleza jurídica de la entidad, a los antecedentes de la obligación que se adquirió con el Banco de Occidente y que fue garantizada por ese fondo; a la improcedencia de la acción para debatir la autonomía e independencia del juez, máxime cuando lo que se pretende es que se ordene al juzgado de conocimiento graduar el crédito laboral en primera clase conforme lo establece el artículo 36 de la ley 50 de 1990, es decir, que la acreencia laboral tenga privilegio sobre las costas, sin embargo esa discusión ya se resolvió de fondo dentro del proceso ejecutivo, mediante providencia del 21 de julio de 2016, en la cual se decidió no reponer el auto atacado y negar el recurso de apelación. Solicita se nieguen las pretensiones incoadas.
2.3 El abogado Ángel Galvis Durán, apoderado judicial del Banco de Occidente SA en el proceso ejecutivo que esa entidad instauró contra la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel SAS y el señor James Stevens García Vásquez, expuso que en esa actuación se garantizó el debido proceso, a tal punto que todas las peticiones elevadas por el acreedor laboral fueron tramitadas y resueltas en derecho y de manera oportuna. Adujo que el fundamento y argumento central del tutelante es que el artículo 36 de la ley 50 de 1990 introdujo una reforma al artículo 2495 del Código Civil en cuanto a reasignar el orden de los créditos privilegiados de primera clase, superponiendo a todos los correspondientes a acreencias laborales, pero esta es una interpretación del gremio laboralista; en ningún aparte de la referida ley 50 de 1990 se establece modificación o reforma expresa al citado artículo 2495 y si esta norma no está derogada o reformada, por vía de interpretación no se le pueden restar efectos jurídicos, salvo la modificación expresa introducida por la Corte Constitucional en la sentencia C-092 de 2002, pero solo respecto de los derechos de los menores en cuanto a los alimentos debidos. Trae a colación las sentencias C-447 de 2015 y C-089 de 2002 de la Corte Constitucional y jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia de septiembre 28 de 2006, también los artículos 542 del Código de Procedimiento Civil y 465 del Código General del Proceso, para concluir que el Juez Sexto Civil Municipal de Pereira no incurrió en ninguna violación y por el contrario dio estricta aplicación a normas legales vigentes cuando ordenó reintegrar al rematante la suma que pagó por impuestos vencidos, al demandante la que invirtió en el trámite del proceso incluyendo los gastos de apoderamiento, y finalmente el saldo se ordenó pagar al crédito privilegiado laboral, por encima incluso del crédito prendario de la demandante. Solicita negar la acción de tutela.
2.4 El señor James Stevens García Vásquez considera que con el dinero del remate del vehículo se le debería pagar primero a “Andrés” y después al banco, pero que es el juez quien debe tomar la decisión, ya que su situación económica es difícil y no tiene como pagarle a ninguno de los dos.
2.5 El funcionario accionado y los demás vinculados guardaron silencio.

3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 17 de agosto de este año en la que la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira decidió “negar por improcedente” el amparo solicitado. Para decidir así, hizo un resumen de lo acaecido en el proceso, y con fundamento en las sentencias de la Corte Constitucional C-092 de 2002 y T-156 de 2010, estimó que el amparo resulta improcedente para dejar sin efectos un auto proferido dentro de un proceso que se tramita ante un juez ordinario, ya que el juez constitucional solamente está autorizado para verificar la existencia o no de vulneración o violación a derechos fundamentales, y no para cuestionar la interpretación de las normas legales, sin que se haya encontrado en el trámite lesión alguna al debido proceso, ni al mínimo vital, tampoco que se haya incurrido en una vía de hecho, ni se demostró la existencia de un perjuicio irremediable.

4.- Inconforme con el fallo, la apoderada del accionante lo impugnó. No comparte la decisión adoptada que se sustentó en la supuesta  autonomía judicial y explicó que la prelación de créditos es una institución que rompe el principio de igualdad jurídica de los acreedores, de modo que debe ser interpretada restrictivamente, ya que no hay lugar a decretar preferencias por analogía; por lo tanto, en materia de créditos solo existe aquella configuración de preferencias expresamente contemplada en la ley, que para el caso concreto es la ley 50 de 1990, de manera que se evidencia clara e inequívocamente que el juez aplicó la ley general sobre la especial de manera preferencial y así desconoció los principios generales del derecho con sustento en la autonomía judicial, situación que la Corte Constitucional ha definido como vía de hecho.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- En este caso, corresponde a la Sala establecer si el juzgado demandado lesionó al demandante alguno de los derechos cuya protección invoca, con la decisión que adoptó, por medio de la cual dejó de dar prelación a las acreencias laborales sobre las costas judiciales, a la hora de distribuir las sumas obtenidas producto de un remate.
3.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4.- Los documentos incorporados al proceso en el curso de las dos instancias y la inspección judicial practicada en la primera, acreditan los siguientes hechos, para lo que al caso interesa:

4.1 En el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira se tramita el proceso ejecutivo que promovió el Banco de Occidente contra la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel y el señor James Stevens García Vásquez, en el que se embargó, secuestró y remató el vehículo de placas PFH-775 y se adjudicó al señor Hernando Moreno Arenas
.

4.2 En el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira cursa el proceso ejecutivo laboral que instauró el señor Heyler Andrés Alzate Salazar contra el señor James Stevens García Vásquez, en el que por auto del 17 de marzo de 2016 se modificó y aprobó la liquidación del crédito, que ascendió a $21.680.000; las costas a favor del actor fueron aprobadas en la suma de $1.000.000 mediante proveído del 1º de abril. De la existencia de tales liquidaciones aprobadas, se comunicó al Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira el 23 de junio de 2016, para que las sumas retenidas fueran distribuidas entre todos los acreedores
.
4.3 Por auto del 30 de junio de 2016 el Juzgado Sexto Civil Municipal ordenó la distribución de los dineros consignados por concepto del remate, los cuales ascienden a la suma de $11.060.000, de la siguiente manera: a favor del Banco de Occidente, $4.331.312; suma en la que se incluyen las costas por valor de $4.201.312 y $129.000 por concepto de gastos antes del remate; para el señor Hernando León Moreno $2.292.000 y para el Juzgado Primero Laboral del Circuito $4.331.312
.
4.4 Frente a esa decisión, la apoderada del accionante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. Solicitó “se paguen los créditos de conformidad a lo contemplado en la ley y por ende y con ocasión a la prelación de crédito de mi mandante se le pague primero este antes de dejar sin efecto su (sic) derechos laborales”
.

4.5 Por auto del 21 de julio de este año, el juzgado accionado decidió no reponer la providencia impugnada y luego de resumir lo argumentado por el apoderado de la entidad demandante al descorrer el traslado del recurso, indicó que la peticionaria no tuvo en cuenta el orden de prelación de los créditos dentro de los de primera clase, tal como aparecen relacionados en el artículo 2495 del Código Civil y que el embargo laboral sí fue tenido en cuenta por el despacho. También negó el recurso de apelación, toda vez que el auto atacado no forma parte de los que expresamente hace referencia el artículo 321 del Código General del Proceso
.
4.6 La liquidación de costas realizada por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira ascendió a $4.201.312, que incluye varios gastos por arancel judicial, otros por concepto de porte de correo, las agencias en derecho, el valor de la póliza judicial y de un certificado de la Cámara de Comercio
.
5.- En este caso, en relación con la decisión de que se trata, se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela a que se refiere la jurisprudencia atrás transcrita, porque la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; frente a la decisión en la que encuentra el demandante lesionados sus derechos, interpuso el recurso de reposición, el único que procedía de acuerdo con los artículos 321  y 465 del CGP; el  actor identificó los hechos en los que encuentra la vulneración y los derechos que considera lesionados; el amparo se solicitó de manera oportuna y no se reclama el amparo frente a una sentencia de tutela. 
6.- En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante lesionados sus derechos porque el juzgado accionado aplicó el artículo 2495 del Código Civil que enlista los créditos de primera clase, con desconocimiento del  artículo 36 de la ley 50 de 1990 que otorga prelación a las acreencias laborales, de donde infiere este tribunal que considera, se produjo una vía de hecho por defecto sustantivo, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional
:
“5.2.    En ese estado de cosas, el defecto sustantivo por indebida interpretación ocurre cuando una providencia judicial adolece de errores en el proceso de interpretación o aplicación de las normas jurídicas por parte del juez natural. La irregularidad debe ser de alta trascendencia para la providencia atacada, de modo que el fallo emitido obstaculiza o lesiona la efectividad de los derechos fundamentales del accionante. El Tribunal Constitucional ha advertido que en las siguientes dos hipótesis se configura la falencia explicada: 

(i) En el evento en que el juez otorga a la disposición jurídica un sentido y alcance que ésta no tiene (contraevidente), es decir, deriva interpretativamente una norma que no se desprende de la disposición objeto de hermenéutica, situación que implica la vulneración del principio de legalidad. En otras palabras, se trata de una hipótesis en la cual, la autoridad judicial arriba a una proposición jurídica que carece de adscripción a la disposición interpretada, error que se produce porque el juez desatendió los principios básicos de la lógica y las reglas de la experiencia. 

Al respecto, la Corte ha indicado que las fallas originadas en el proceso hermenéutico “han de ser protuberantes para que sea factible predicar que a la ley se le ha otorgado un sentido contraevidente”
. De allí que la simple discrepancia dogmática respecto de la opción interpretativa acogida por la autoridad judicial es insuficiente para la configuración del defecto sustantivo. En realidad, el yerro requiere que la asignación de significado a una formulación normativa sea manifiestamente irracional, sin sentido, consecuencia de una desviación notoria del derecho
. La arbitrariedad o la irracionalidad de una interpretación “surge cuando la conclusión que el intérprete obtiene de la norma aplicada no puede derivarse del contenido de esta al amparo de ningún método razonable de interpretación jurídica. Se trata, como ya se ha mencionado, de una interpretación que tiene como único fundamento la mera voluntad o capricho del juzgador”
.


(ii)  cuando el funcionario jurisdiccional confiere a la disposición infra-constitucional una interpretación que en principio resulta formalmente posible a partir de las varias opciones que ofrece la disposición, empero el enunciado normativo asignado (a) contraviene postulados de rango constitucional; (b) conduce a resultados desproporcionados, al lesionar excesivamente los intereses de una de las partes, siempre que esa afectación ostente relevancia Constitucional; o (c) es incompatible con la interpretación autorizada, y decantada por las altas cortes…”
7.- El artículo 465 del Código General del Proceso, expresa: “Concurrencia de embargos en procesos de diferentes especialidades. Cuando en un proceso ejecutivo laboral, de jurisdicción coactiva o de alimentos se decrete el embargo de bienes embargados en uno civil, la medida se comunicará inmediatamente al juez civil, sin necesidad de auto que lo ordene, por oficio en el que se indicarán el nombre de las partes y los bienes de que se trate.- El proceso civil se adelantará hasta el remate de dichos bienes, pero antes de la entrega de su producto al ejecutante, se solicitará al juez laboral, de familia o fiscal la liquidación definitiva y en firme, debidamente especificada, del crédito que ante él se cobra y de las costas, y con base en ella, por medio de auto, se hará la distribución entre todos los acreedores, de acuerdo con la prelación establecida en la ley sustancial. Dicho auto se comunicará por oficio al juez del proceso laboral, de familia o al funcionario que adelante el de jurisdicción coactiva. Tanto este como los acreedores de origen laboral, fiscal y de familia podrán interponer reposición dentro de los diez (10) días siguientes al del recibo del oficio. Los gastos hechos para el embargo, secuestro, avalúo y remate de los bienes en el proceso civil, se cancelarán con el producto del remate y con preferencia al pago de los créditos laborales, fiscales y de alimentos.” 

El artículo 2495 del Código Civil dice:

“La primera clase de créditos comprende los que nacen de las causas que en seguida se enumeran:

1. Las costas judiciales que se causen en el interés general de los acreedores.

2. Las expensas funerales necesarias del deudor difunto.

3. Los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deudor.

Si la enfermedad hubiere durado más de seis meses, fijará el juez, según las circunstancias, la cantidad hasta la cual se extienda la preferencia.

4. Subrogado por el art. 36, Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el siguiente: Los salarios, sueldos y todas las prestaciones provenientes de contrato de trabajo.
5. Los artículos necesarios de subsistencia, suministrados al deudor y a su familia durante los últimos tres meses.

Texto derogado por el Artículo 217 de la Ley 1098 de 2006, norma que rige a partir del 8 de mayo de 2007.

El juez, a petición de los acreedores, tendrá la facultad de tasar este cargo si le pareciere exagerado.

6. Lo créditos del fisco y los de las municipalidades por impuestos fiscales o municipales devengados.”
El artículo 36 de la ley 50 de 1990, que modificó los artículos 157 y 345 del CST, modificados por los artículos 11 y 21 del decreto ley 2351 de 1965, expresa en lo pertinente: “Los créditos causados o exigibles de los trabajadores por concepto de salarios, la cesantía y demás prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la primera clase que establece el artículo 2495 del Código Civil y tienen privilegio excluyente sobre todos los demás…”
La sentencia T-1033 de 2007 de la Corte Constitucional trató el tema de la prelación de créditos y  en relación con aquella que tienen las acreencias laborales, dijo:

“Es por lo expuesto que el artículo 2495 del Código Civil señala unas pautas de preferencia que debe ser utilizada en procesos judiciales concursales, en los cuales existe una universalidad de acreedores, quienes pretenden beneficiarse de la masa de bienes del deudor.  Respecto de la prelación de créditos esta Corte en sentencia C-664 de 2006 señaló:
 
“Como punto de partida para abordar el estudio de la prelación de créditos hay que partir de la vieja máxima del derecho de las obligaciones según la cual ‘el patrimonio del deudor es prenda común de todos su acreedores’, por lo tanto todos los bienes que lo integran, garantizan las obligaciones a cargo del deudor, de manera que en caso de incumplimiento pueden ser perseguidos por los acreedores, quienes pueden exigir su venta para que con su producto se satisfagan sus créditos, de conformidad con el artículo 2492 del Código Civil.
 
En el evento que los bienes del deudor no sean suficientes para cubrir completos todos los créditos ‘vendrá la presión de los distintos acreedores
 y el conflicto entre ellos, pues cada cual aspirará a ser satisfecho íntegramente y con prelación sobre los demás. Ante esta situación sería elemental sostener la igualdad jurídica de los acreedores
 y la regla de la proporcionalidad
 para la satisfacción de las distintas acreencias, acogida en primera instancia por el artículo 2492 del Código Civil cuando establece que en este caso los acreedores serán satisfechos “a prorrata”. Sin embargo, de antiguo fueron surgiendo argumentos a favor de las gradaciones y de privilegiar ciertos acreedores, los privilegia exigendi del derecho romano
, hipótesis que también prevé nuestro ordenamiento civil que establece específicamente como excepción a la satisfacción proporcional de los acreedores que existan “causas especiales para preferir ciertos créditos” (Art. 2492 del C. C.).
 
De existir causales de preferencia el producto de la venta de los bienes del deudor debe ser destinado a pagar en primer lugar a los acreedores privilegiados. Surge entonces la figura de la prelación de créditos, la cual ha sido definida por la jurisprudencia constitucional como “(…) el conjunto de reglas que determinan el orden y la forma en que debe pagarse cada uno de ellos. Se trata entonces de una institución que rompe el principio de igualdad jurídica de los acreedores, de modo que debe ser interpretada restrictivamente, ya que no hay lugar a decretar preferencias por analogía; sólo existen aquellas expresamente contempladas en la ley
. La ley es la que determina en que orden se han de satisfacer las acreencias “o sea que los particulares no pueden modificar la pars conditio o el orden de prelación por pacto entre ellos”
.
 
El Código Civil colombiano no define el concepto de privilegio, no obstante, según otras legislaciones el privilegio es el derecho dado por ley a un acreedor para ser pagado con preferencia a otro
. De manera tal que al venderse una cosa de propiedad del deudor para pagar a los acreedores, si sobre ese producido de la venta se ejerce un privilegio, el crédito privilegiado excluye a los demás créditos hasta el límite de su satisfacción
.
 
(…)
 
La ordenación establecida en el precepto implica que en caso de insuficiencia de bienes para cancelar los distintos créditos se atenderá escalón por escalón, y que de haber varios créditos del mismo orden, éstos ‘concurrirán a prorrata’ (Art. 2496 inciso 1 del C. C.).
 
…  
 
Ahora bien, en lo que respecta a la clase de créditos los mismos se encuentran divididos en cinco clases, otorgándose especial preferencia a las cuatro primeras, partiendo de la base que la quinta categoría agrupa los créditos comunes, cuyo pago depende del remanente una vez cancelados todos los créditos anteriores.  En el caso particular corresponde hacer un análisis del la primera categoría señalada en el orden de prelación. Sobre los cuales esta Corporación en sentencia C-092 de 2002 señaló:
 
“2.1.1. Primera clase de créditos
 
El privilegio de los créditos de la primera clase tiene las siguientes características: es general, de manera que afecta a todos los bienes del deudor, y personal, pues no se transfiere a terceros poseedores. Estos créditos tienen preferencia sobre todos los demás, las acreencias se pagan en el mismo orden de  numeración en que aparecen incluidas en el artículo 2495 del Código Civil, cualquiera que sea la fecha del crédito y, si existen varios créditos dentro de una misma categoría, se cancelan a prorrata si los bienes del deudor no son suficientes para pagarlos íntegramente.
 
Dentro de esta clase se encuentran los salarios y prestaciones provenientes del contrato de trabajo, las costas judiciales que se causen en interés general de los acreedores, las expensas funerales del deudor difunto, los gastos de la enfermedad de que haya fallecido el deudor, los artículos necesarios de subsistencia suministrados al deudor y su familia durante los últimos tres meses y los créditos por alimentos a favor de menores y, por último, los créditos del fisco y los de las municipalidades por concepto de impuestos (art. 2495 C.C.).”
 
 
En esa misma providencia, se estableció que los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás, y que los créditos por alimentos en favor de menores, prevalecen sobre todos los demás de la primera clase…
Sin embargo, el artículo 157 del Código Sustantivo del Trabajo, Subrogado por la ley 50 de 1990, art. 36, modificó el artículo 2495 del Código Civil al establecer que los salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales pertenecen a la primera clase de créditos preferentes y tiene especial prevalencia sobre todos los demás.  Al respecto la norma referida indica: … 
 
En este punto se debe aclarar, que la prelación excluyente señalada en la norma citada, no se hace efectiva frente a las obligaciones alimentarias a favor de los menores de edad.  Aún así, los acreedores laborales, sí cuentan con una prelación especial frente a los demás créditos que se pretendan hacer valer, de conformidad con la protección constitucional que ostentan dentro de una relación laboral, como lo ha confirmado esta Corporación, pues el salario se constituye en la contraprestación recibida por las tareas desarrolladas, la que debe ser cancelada de manera cumplida y oportuna, por constituirse en fuente de sostenimiento del empleado y su grupo familiar, siendo por regla general, parte de su mínimo vital.  Así lo ha establecido la jurisprudencia de este Tribunal Constitucional al considerar:
 
"De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el derecho de todos los trabajadores al pago oportuno de su remuneración salarial, es una garantía que no se agota en la simple enunciación de un deber surgido de la relación laboral, sino que se trata de un verdadero derecho fundamental. La cumplida cancelación del salario está íntimamente ligada a la protección de valores y principios básicos del ordenamiento jurídico, que velan por la igualdad de los ciudadanos, el ideal de un orden justo, el reconocimiento de la dignidad humana, el mínimo material sobre el cual puede concretarse el libre desarrollo de la personalidad, y se realiza el amparo de la familia como institución básica de la sociedad.
 
(…)
 
No puede olvidarse que la figura de la retribución salarial está directamente relacionada con la satisfacción del derecho fundamental de las personas a la subsistencia, reconocido por la Corte Constitucional como emanación de las garantías a la vida (Art. 11 C.P.), a la salud (Art. 49 C.P.), al trabajo (Art. 25 C.P.), y a la seguridad social (Art. 48 C.P.).
 
(…)
 
Además, no puede perderse de vista que, como la mayoría de garantías laborales, el pago oportuno de los salarios es un derecho que no se agota en la satisfacción de las necesidades de mera subsistencia biológica del individuo, pues debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individuales ya comentados, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.  Alrededor del trabajo se desarrolla una compleja dinámica social que está ligada a la realización de proyectos de vida digna y desarrollo, tanto individuales como colectivos que, por estar garantizados por la Carta Política como fundamento del orden justo, deben ponderarse al momento de estudiar cada caso particular”
.
 
Lo anterior, analizado a la luz de la normatividad que regula los procesos concursales, permite concluir que los créditos de carácter laboral gozan de una especial prelación, no sólo constitucional, sino legal, al momento de efectuarse la liquidación de la masa de bienes de la sociedad concursada, respetando a su vez la prevalencia que ostentan las obligaciones alimentarias a favor de los menores de edad.  Así, los acreedores que acrediten tal calidad, gozan de dicha protección dentro del proceso liquidatorio…”
8.- De acuerdo con las pruebas atrás relacionadas, el juzgado accionado, al hacer la distribución entre los diferentes acreedores de la suma que se obtuvo con motivo del remate practicado en el proceso ejecutivo, que ascendió a $11.060.000, ordenó hacerlo, sin citar norma alguna que le sirviera de fundamento, de la siguiente manera: a) para el Banco de Occidente $4.331.312, que incluye las costas por valor de $4.201.312 y $129.000 por gastos antes del remate; b) para el señor Hernando León Moreno $2.292.000 y c) para el Juzgado Primero Laboral del Circuito $4.436.688.

Y al resolver el recurso de reposición que contra esa providencia interpuso la apoderada del aquí accionante, se limitó a decir que “la peticionaria no tuvo en cuenta el orden de prelación de los créditos dentro de los de primera clase, tal como aparecen relacionados en nuestro CODIGO CIVIL Art. 2495.- Igualmente el embargo laboral si fue tenido en cuenta por el despacho que hizo la adjudicación…”
En este contexto, encuentra la Sala que el juzgado demandado, al definir lo relacionado con la distribución de créditos que manda hacer el artículo 465 del CGP de acuerdo con la prelación establecida en la ley sustancial, y al aplicar el artículo 2495 del Código Civil, desconoció el contenido del artículo 36 de la ley 50 de 1990 y la jurisprudencia que otorga una prelación especial a las acreencias de carácter laboral.
En tal forma incurrió en defecto sustantivo por indebida interpretación, pues la providencia por medio de la cual se distribuyó el dinero fruto del remate presenta errores en su aplicación, los que resultan trascendentales para definir la cuestión en cuanto, se reitera, desconoce la prelación de que gozan los créditos laborales, al otorgar al artículo 2495 del Código Civil un sentido del que carece con la vigencia de la ley 50 de 1990, hecho que desconoce el principio de legalidad que los jueces estamos llamados a respetar.
En esas condiciones, como el funcionario demandado incurrió en defecto material o sustantivo, se justifica conceder el amparo solicitado. 
9.- Por tanto, se revocará la sentencia impugnada. Para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejarán sin efecto las providencias de que se trata y se ordenará al titular del juzgado accionado que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre la distribución de la suma que se obtuvo producto del remate, para lo cual deberá tener en cuenta los lineamientos que se han plasmado en esta providencia.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Revocar la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 17 de agosto último, en la acción de tutela que promovió el señor Heyler Andrés Alzate Salazar contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco de Occidente, el Fondo Nacional de Garantías del Café, la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel, el señor James Stevens García Vásquez, los abogados Ángel Galvis Durán y Jorge Hernando Ramírez Osorio, el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira y el señor Hernando León Moreno.
SEGUNDO.- Proteger los derechos invocados por el señor Heyler Andrés Alzate Salazar. En consecuencia se dejan sin efecto los autos proferidos el 30 de junio y el 21 de julio de 2016, por el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira en el proceso ejecutivo promovido por el Banco de Occidente contra la sociedad Ingeniería y Suministros Eléctricos Insuel y el señor James Stevens García Vásquez y se ordena al titular de ese despacho que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre la distribución de la suma que se obtuvo producto del remate, para lo cual deberá tener en cuenta los lineamientos que se han plasmado en esta providencia.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)
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